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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Emmanuel Torres Rivera [Torres Rivera] comparece por 

derecho propio y nos solicita que revisemos y revoquemos la 

respuesta que emitió el 5 de abril de 2016 el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación en la querella disciplinaria número 

322-16-0040.  Mediante dicho dictamen, la Oficial Examinadora 

de vistas disciplinarias determinó que Torres Rivera infringió los 

códigos 109 (posesión de teléfono celular o su tentativa) y 205 

(disturbios). 

Por los fundamentos que exponemos, modificamos la 

resolución debatida. 

ANTECEDENTES 

 Emmanuel Torres Rivera se encuentra bajo la custodia del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación.  El 2 de octubre de 

2015 fue trasladado de la Institución Ponce 676 a la Institución 

Ponce MDU.  El 10 de febrero de 2016 el oficial correccional 

Torres Velázquez radicó una querella contra Torres Rivera.   

Alegó el oficial que, mientras se encontraba en un registro en el 

control 2, sección C, celda Núm. 4 donde reside el confinado 
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Torres Rivera, encontró un objeto envuelto en papel que tenía 

una forma cuadrada que aparentaba ser una batería de teléfono 

celular.  Indicó que le preguntó al confinado si el objeto era suyo 

y este lo negó.  Luego de terminar el registro, revisó que el 

objeto era una batería de teléfono celular marca Alcatel con el 

número de serie #B224245DDEA.  Expuso que al salir de la 

celda, el confinado le dijo “… si fueran los tiempos de antes se 

peleaba”.  Por estos hechos, el oficial le imputó a Torres Rivera 

la infracción a los códigos 109 y 205 del Reglamento Disciplinario 

para la Población Correccional, Reglamento Núm. 7748, según 

enmendado.  El Código 109 prohíbe la posesión, distribución, 

uso, venta o introducción de teléfonos celulares o su tentativa y 

el Código 205 prohíbe los disturbios. 

 El 16 de febrero de 2016 el Departamento de Corrección le 

notificó a Torres Rivera el reporte de los cargos y le citó a una 

vista disciplinaria para el 15 de marzo de 2016.  La vista se 

celebró el 29 de marzo de 2016.  La Oficial Examinadora emitió 

la correspondiente resolución el 5 de abril de 2016.  De esta 

surge que la evidencia que se tomó en consideración fueron las 

declaraciones de los testigos anejados al informe disciplinario, 

las declaraciones del querellante, el informe del investigador y el 

expediente administrativo.  Los hechos probados fueron los 

siguientes: 

El día de los hechos, el querellante Louis Torres 

Velázquez se encontraba en el Edificio 2, sección C de 
la Institución.  Estaba efectuando un registro en dicha 

sección.  Al llegar a la celda núm. 04, que pertenece al 
querellado y al confinado Joel Cartagena Molina, se 

ocupó en el receptáculo de la corriente un objeto 
envuelto en papel.  Se procedió a ocupar y abrir el 

mismo y era una batería de teléfono celular marca 
Alcatel con su número de serie.  El día de la vista el 

querellado declaró que es inocente.  El querellado 
trajo ante nuestra consideración varias declaraciones 

de testigos, las mismas fueron evaluadas pero no 
consideradas, ya que no ofrecen credibilidad a esta 

examinadora. 
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 La Oficial Examinadora concluyó en derecho que del 

estudio del expediente y de las declaraciones de las partes, el 

querellado cometió los actos imputados en el código 109, 

Posesión de teléfono celular y el código 205 disturbios.  Se le 

impuso como sanción la pérdida de privilegio de cinco (5) visitas 

y tres (3) comisarías.   

 Por la infracción a los códigos 109 y 205, el Comité de 

Clasificación y Tratamiento lo reclasificó de custodia mínima a 

mediana.1 

 En desacuerdo, Torres Rivera solicitó reconsideración a la 

determinación de la Oficial Examinadora.  Adujo, en síntesis que, 

las puertas de la sección C1, 3, 4, 5, 6, 7 y 11 no cerraban y 

alguien pudo haber colocado en su celda la batería, mientras él 

trabajaba en ornato; que le solicitó al investigador que tomara 

fotos de las celdas, que se grabara la vista y que se interrogara 

a los testigos, todo lo cual no se le permitió.  Indicó que no se 

tomaron las fotos del lugar que solicitó.  Adujo que no se probó 

su culpabilidad más allá de toda duda razonable, que el 

procedimiento ante la Oficial Examinadora no fue justo y 

equitativo, ni se le permitió refutar la prueba presentada. 

 Atendida la petición de reconsideración, el Departamento 

de Corrección acogió la solicitud de reconsideración.  Tras revisar 

los argumentos de Torres Rivera, la Oficial de Reconsideración, 

la declaró No Ha Lugar.  En la resolución en reconsideración, la 

Oficial realizó un recuento de los hechos y de la sanción que se 

le impuso a Torres Rivera.  Añadió que en la moción de 

reconsideración se alegaron varios asuntos, entre ellos, que los 

registros deben grabarse; que lo encontrado en su celda fue 

colocado por otras personas, que la determinación no se 

encuentra apoyada en la prueba y que no se cumplió con lo 

                                                 
1 Esta determinación no es la que se cuestiona en el recurso de epígrafe. 
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establecido en las reglas 10 y 11 del Reglamento.  La Oficial de 

reconsideración indicó que evaluó el expediente de querella en 

todas sus partes y concluyó en derecho lo siguiente: 

En cuanto a la alegación de que se incumplió con los 
procedimientos establecidos, entendemos que su 

alegación carece de fundamento.  Concluimos que el 
confinado querellado no sometió prueba contundente 

que derrotara la expuesta por la parte querellante.   
 

Inconforme aun con la respuesta en reconsideración, 

Torres Rivera presentó el recurso que atendemos, en el que 

alegó la comisión de los siguientes errores: 

PRIMERO:  ERRÓ LA EXAMINADORA DE QUERELLA TODA VEZ QUE LA 

PRUEBA PRESENTADA FUE UNA ARBITRARIA, CAPRICHOSA Y 

PREJUICIOSA QUE NO RESULTÓ PROBAR MÁS ALLÁ DE TODA DUDA 

RAZONABLE LA AUTENTICIDAD DE LA VERDAD. 
 

SEGUNDO:  ERRÓ LA AGENCIA AL NO CONSIDERAR LOS 

ARGUMENTOS PRESENTADOS DE NO CULPABILIDAD BASÁNDOSE 

SOLO EN EL HECHO DE DECLARACIONES DE OFICIALES QUE 

REALMENTE MINTIERON CON EL NORTE DE AGRADAR A SUS 

SUPERIORES NO TENIENDO EN CUENTA QUE LA PRUEBA NO FUE 

SUFICIENTE PARA PROBAR MÁS ALLÁ DE TODA DUDA RAZONABLE MI 

CULPABILIDAD. 

 
TERCERO:  ERRÓ EL OFICIAL DE QUERELLA A NO CONSIDERAR EL 

LIBRO DIARIO QUE ES LLENADO POR LA OFICIALIDAD EN CONTEOS 

HACIENDO CONSTAR EL ESTADO DE LAS PUERTAS, PORTONES, 

VENTANAS, ETC., EVIDENCIA QUE SOLICITÉ PRESENTAR. 
 

CUARTO:  ERRÓ EL OFICIAL DE QUERELLA AL NO RETRATAR LAS 

CELDAS #1,3,4,5,6,7 Y 11 QUE ESTABAN EN DISFUNCIÓN 

DENEGÁNDOME EL DERECHO DE UNA BUENA DEFENSA.  TODAS 

ESTAS CELDAS PARA CUANDO YO ME ENCONTRABA EN DICHA 

INSTITUCIÓN ESTABAN DEFECTUOSAS, LAS PUERTAS NO CERRABAN 

Y NO SE ME CONCEDIÓ LA OPORTUNIDAD DE EVIDENCIAR MIS 

ALEGATOS. 
 

Tras revisar el recurso, con el propósito de lograr el más 

eficiente despacho del asunto, prescindimos de solicitar 

ulteriores escritos no jurisdiccionales a tenor con la regla 7 (B) 

(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 4 LPRA Ap. XXII-

B. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS  

 

El Plan de Reorganización del Departamento de Corrección 

y Rehabilitación (Plan de Reorganización Núm. 2-2011), 3 LPRA 
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XVIII, comparte la misma política pública que su antecesora, la 

Ley Orgánica de la Administración de Corrección, Ley Núm. 116 

de 22 de julio de 1974, que establece que será la política pública 

del Estado que las instituciones penales propendan al 

tratamiento adecuado de los confinados para hacer posible su 

rehabilitación moral y social, siguiendo el principio de 

tratamiento individualizado.  

Con el propósito de mantener un ambiente de seguridad y 

orden en las instituciones del país, la otrora Administración de 

Corrección aprobó el Reglamento Núm. 7748 de 23 de 

septiembre de 2009, Reglamento para la Población Correccional. 

(Reglamento 7748, Introducción).  Este Reglamento aplica 

cuando un confinado comete o intenta cometer un acto prohibido 

en cualquier institución bajo la jurisdicción de la agencia. Regla 3 

del Reglamento Núm. 7748.  La Regla 6, establece los actos 

prohibidos, de acuerdo a la escala disciplinaria de severidad, 

Nivel I y II.   En lo aquí atinente, la Regla 6 indica que son actos 

prohibidos los siguientes: 

109. Posesión, distribución, uso, venta o introducción 

de teléfonos celulares o su tentativa - Se prohíbe la 
posesión, distribución, uso, venta o introducción de 

teléfonos celulares o cualquier medio de 

telecomunicación a instituciones correccionales en 
todos los niveles de custodia. 

 
205. Disturbios - Consiste en perturbar la paz, la 

tranquilidad, la seguridad y el funcionamiento 
institucional por medio de gritos, vituperios, conducta 

tumultuosa, desafíos, provocaciones, lenguaje grosero 
o profano, sin causar daños a la persona o propiedad. 

 

Cuando se incurre en algún acto prohibido, la Regla 7 

establece, varias sanciones. En específico el inciso (E) es el 

atinente a la privación de privilegios que “podrá incluir la compra 

en la Comisaría, recreación activa, visita, actividades especiales 

y cualquier otro privilegio que se le conceda en la institución.” 

[…]  
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La Regla 10 (A) del Reglamento Núm. 7748 regula el 

contenido de la querella y establece que ésta debe incluir una 

descripción clara y detallada del incidente que da lugar a la 

misma, con fecha, hora y lugar.   

Por su parte, la Regla 11 establece el procedimiento a 

seguir en la investigación de la querella.  Todo caso de querella 

disciplinaria será referido al Investigador de Querellas para la 

correspondiente investigación.  Regla 11 (A).   

La Regla 11 (B) indica que el  investigador de querellas, 

tendrá las siguientes funciones y deberes:  

1. Entrevistar e interrogar a toda persona relacionada, 

directa o indirectamente con el caso, incluyendo al 
confinado o los testigos solicitados por este. 

2. … 

3.   Si el confinado quiere hacer una declaración, el 
investigador de querellas debe tomar la misma, de 

manera detallada… 
 

4. Debe investigar en detalle la versión de hechos 
presentada por el confinado. 

 
a. En todos los casos en los que el confinado 

quiera presentar testigos para que declaren a su 

favor, deberá informarlo al Investigador de 
Querellas. 

b. El Investigador de Querellas obtendrá las 
declaraciones de estos testigos u obtendrá las 

respuestas a las preguntas formuladas por el 
confinado. 

 
5. Deberá registrar las declaraciones de los testigos de 

manera exacta y detallada. No obstante, los testigos 
tienen la opción de presentar su declaración por escrito 

o responder directamente a las preguntas realizadas por 
el Investigador de Querellas. En este caso el 

investigador redactará de manera detallada la pregunta 
y la correspondiente contestación. 

 

6. Verificará el manejo y disposición correcta de la 
evidencia y preparará un informe de ello. 

 
a. Informará en que consiste la evidencia 

recolectada e indicará la manera en que la misma 
fue recopilada (Por ejemplo, pero sin limitarse a: 

testimonios, documentos, fotografías, artículos y 
diagramas, entre otros). 

[…] 
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c. Redactar un Informe completo y detallado que 

contenga las declaraciones de todos los testigos y 
la evidencia recopilada. […] 

 
La Regla 11 D establece que la investigación comenzará en 

el término de un (1) día laborable contado a partir de la 

notificación de la querella al confinado y deberá concluir dentro 

del término de siete (7) días laborables. Añade a manera de 

excepción, que se podrá prorrogar el término por tres días 

laborables adicionales si el investigador así lo solicita cuando 

exista  justa causa.”  Concluida la investigación, el Investigador 

de Querellas remitirá todos los documentos, junto con el Informe 

de Investigación, al Oficial de Querellas, inmediatamente de por 

culminada la investigación.  Regla 11 (G). 

Luego de concluida la investigación, el Oficial de Querellas, 

referirá el caso al Oficial Examinador de Vistas Disciplinarias, 

para el señalamiento y celebración de la vista disciplinaria. Regla 

12. 

La Regla 13 establece que el Oficial Examinador de Vistas 

Disciplinarias es el funcionario que preside las vistas 

disciplinarias en la institución para los casos de querellas 

disciplinarias y para la revocación de Programas de Desvío y 

Comunitarios. Regla 13A.  El confinado podrá estar asistido por 

el Investigador de Vistas durante la vista ante el Oficial 

Examinador de Vistas Disciplinarias.  Esa asistencia podrá incluir 

la obtención de declaraciones de testigos e información adicional 

y documentos del Oficial Querellante y otros miembros del 

personal. Regla 13J.  Durante la vista administrativa el confinado 

podrá hacer declaraciones, presentar prueba a su favor o 

guardar silencio. Regla 13K.  Solo el Oficial Examinador de Vistas 

Disciplinarias, puede determinar si un testigo debe comparecer a 

la vista. Si se permite la presencia de testigos en una vista 
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administrativa, podrán ser interrogados por el Oficial Examinador 

de Vistas Disciplinarias. Regla 13L.   

 La Regla 14 relacionada a las resoluciones del oficial 

examinador, preceptúa que “el Oficial Examinador de Vistas 

Disciplinarias considerará toda la prueba presentada en la vista y 

tomará una decisión basada en los méritos de la evidencia 

presentada (preponderancia de la prueba), no en la cantidad, y 

emitirá la correspondiente resolución”. Regla 14B.  En muy raras 

ocasiones es posible determinar un hecho con certeza o 

exactitud matemática. Exigir ese tipo de prueba a un litigante 

equivaldría prácticamente a requerirle un imposible. Por ello, la 

ley y la jurisprudencia se limitan a requerir que los casos se 

prueben por preponderancia de prueba, que es tanto como 

establecer como hechos probados aquellos que con mayores 

probabilidades ocurrieron. Zambrana v. Hospital Santo Asilo de 

Damas, 109 DPR 517, 521 (1980); Rivera v. E.L.A., 99 DPR 890, 

898-899 (1971). No es necesario probar un hecho con exactitud 

matemática. Zambrana v. Hospital Santo Asilo de Damas, supra.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          

Es un principio firmemente establecido que las decisiones 

de las agencias administrativas tienen una presunción de 

legalidad y corrección que deben respetar los tribunales mientras 

la parte que las impugna no produzca suficiente evidencia para 

derrotarlas. Calderón Otero v. C.F.S.E. 181 DPR 386 (2011).  

Las conclusiones de derecho de las agencias administrativas, por 

otra parte, son revisables en su totalidad. 3 LPRA sec. 2175. Sin 

embargo, esta revisión total no implica que los tribunales 

revisores tienen la libertad absoluta de descartar libremente las 

conclusiones e interpretaciones de la agencia. Otero v. Toyota, 

163 DPR 716 (2005).  El tribunal revisor hará una evaluación a 

la luz de la totalidad del expediente….[e]l tribunal podrá sustituir 
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el criterio de la agencia por el propio sólo cuando no pueda hallar 

una base racional para explicar la decisión administrativa. Otero 

v. Toyota, supra.  Si de la totalidad del récord administrativo se 

sostienen las determinaciones adoptadas por el foro 

administrativo, los tribunales no deben sustituirlas por su propio 

criterio. García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870 (2008).   

Los tribunales se abstendrán de apoyar una decisión 

administrativa si la agencia erró al aplicar la ley; actuó 

arbitraria, irrazonable o ilegalmente; o, lesionó derechos 

constitucionales fundamentales. P.C.M.E. Comercial v. Junta de 

Calidad Ambiental, 166 DPR 599,603 (2005).  

De acuerdo al marco doctrinal enunciado, evaluamos los 

señalamientos de error.   

Torres Rivera alegó que no se cometió el alegado disturbio.  

Si así hubiese ocurrido, no lo ubicaron en segregación como lo 

establece el Reglamento. Adujo además, que la agencia incidió al 

dejarse llevar por las declaraciones de la oficialidad y al no darle 

validez a las cuatro declaraciones juradas de los testigos.  Estas 

declaraciones narraban la forma en que se realizó el registro en 

las celdas.  Indicó que no se consideró que la puerta número 4 

de la celda donde se encontraba, no funcionaba, por lo que le 

solicitó al oficial de querellas que la retratara y que tomara 

video, a los fines de tener una buena defensa, pero no se le 

permitió.  Indicó que no se retrató lo que solicitó.  Sostuvo que 

esta omisión resultó perjudicial en su defensa.  Arguyó que 

solicitó examinar las declaraciones de los oficiales y no se le 

permitió, que además, se le denegó de su derecho a presentar 

testigos en la vista.  Alegó que el investigador tampoco aceptó la 

declaración de José Mass, porque había cerrado la investigación, 

a pesar de que dicho testigo se responsabilizó por la alegada 

batería.  Señaló que se tomaron acciones en su contra por haber 
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escrito al Procurador General de Justicia Federal acerca de las 

injusticias cometidas en la institución y por las condiciones 

físicas en que se encuentra la institución MDU, la cual carece de 

biblioteca, lavandería, comedor, salón de visitas, los extractores 

no funcionan bien, entre otros.  Adujo que es la primera querella 

que se le presenta en esta institución, que ha sido un confinado 

ejemplar que se benefició de los estudios y que trabaja.  Que de 

una sentencia de treinta años, solo le queda un año y dos meses 

por cumplir.  Nos solicitó la revocación de la resolución y que se 

le brinde la oportunidad de obtener su custodia mínima para ser 

visto nuevamente por la Junta de Libertad Bajo Palabra.   

Procedemos a evaluar. 

En cuanto a la alegación de Torres Rivera que no infringió 

el Código 205 sobre disturbio, le asiste la razón.  La Oficial 

Examinadora concluyó en derecho que se cometió el disturbio 

según imputado en el informe disciplinario, sin embargo no 

surge de sus determinaciones de hechos ningún suceso 

relacionado al alegado disturbio.  En reconsideración tampoco se 

consignó en las determinaciones de hechos, tal evento.  Es un 

principio fundamental que nutre la filosofía decisoria apelativa, 

de que “los hechos determinan el derecho”. Andino v. Topeka, 

142 DPR 927 (1997).  Como indicáramos, de los hechos no 

surge que Torres Rivera incurriese en ningún acto de disturbio, 

por lo tanto, no procedía en derecho imputarle responsabilidad 

por el disturbio.  Por lo tanto, revocamos la determinación de 

que Rivera Torres incurrió en el disturbio.   

En relación a las demás alegaciones del apelante de que no 

tuvo un proceso justo, que no se consideraron sus argumentos y 

que no se le permitió obtener prueba para sostener sus 

alegaciones, no nos persuade. 
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Surge de la resolución que revisamos que la Oficial 

Examinadora tomó en consideración las declaraciones de los 

testigos, entre ellas, las declaraciones del querellante.  De los 

hechos probados, también vemos que el querellado declaró 

sobre su inocencia y que presentó varias declaraciones de 

testigos.  La oficial examinadora evaluó las declaraciones, pero 

no les merecieron credibilidad.  De manera que, Torres Rivera 

tuvo la oportunidad de ser escuchado y exponer sus alegaciones 

ante la adjudicadora, incluyendo aquellas relacionadas a que las 

cerraduras de las celdas no funcionaban, así como también pudo 

presentar las declaraciones de varios testigos a su favor.  De 

acuerdo a la Regla 14B del Reglamento 7748, después de 

evaluar la prueba, la oficial examinadora toma una decisión 

basada en los méritos de la evidencia presentada, esto es 

mediante preponderancia de la prueba.  Esto quiere decir que 

se establecen como hechos probados, aquellos que con mayor 

probabilidad ocurrieron, sin que se requiera exactitud 

matemática. Véase Zambrana v. Hospital Santo Asilo de Damas, 

supra.   Así que, aun tomando como cierto, que el investigador 

de querellas no tomó las fotos de las celdas ni el video que 

reflejaban que las cerraduras no servían, según lo requirió 

Torres Rivera, aun así el apelante fue escuchado y sus 

argumentos fueron debidamente evaluados, tanto en la vista 

como en la etapa de reconsideración.  La Oficial Examinadora 

impartió la credibilidad que los testimonios le merecieron y 

adjudicó el caso, a la luz de la prueba recibida, con lo cual no 

vamos a intervenir.   La Oficial Examinadora, antes de imponer 

la sanción, celebró la correspondiente vista, aquilató la prueba 

ante sí incluyendo la declaración de Torres Rivera y la de sus 

testigos, salvaguardando así el debido trámite.  Como foro 
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apelativo, no divisamos error, prejuicio o imparcialidad en la 

decisión recurrida.    

Por último, Torres Rivera arguyó que el oficial de querellas 

incidió al no aceptar la declaración jurada del testigo Mass 

Burgos, por haber concluido la investigación del caso.  No le 

asiste la razón.  El testigo Mass Burgos emitió una declaración el 

18 de marzo de 2016 en la que indicó que la batería encontrada 

en la celda C Núm. 4 era de su propiedad.  Sin embargo, para 

esa fecha, la función del investigador de querellas había 

concluido, pues este disponía de siete (7) días para concluir la 

investigación, a partir de la notificación de la querella al 

confinado. Regla 11 D del Reglamento Núm. 7748.  La querella 

se le notificó al confinado el 10 de febrero de 2016, por lo que 

para el 18 de marzo, había transcurrido el período de 

investigación.  De manera que, tampoco se cometió el error. 

DICTAMEN 

Por los fundamentos antes descritos se modifica la 

resolución recurrida a los fines de eliminar la determinación de 

disturbio, Código 205, pues de los hechos probados no surge tal 

acto.   

Por lo aquí resuelto, procede devolver el caso al Comité de 

Clasificación y Tratamiento de la Institución MDU de Ponce para 

que reevalúen la custodia de Torres Rivera, toda vez que dicho 

Comité cambió la custodia a Torres Rivera de mínima a mediana, 

basado en el resultado de la querella núm. 322-16-0040, la cual 

hemos modificado en esta determinación.   

Disponemos que el Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación deberá entregar copia de esta 

sentencia al recurrente, en cualquier institución correccional 

donde este se encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal. 

 

     Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


